Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 16 y 35 minutos) 


Damos la bienvenida a los integrantes del CONICYT. Como ustedes saben, los habíamos 
invitado para recibir vuestras opiniones sobre el proyecto de ley relativo a la creación de la Agencia 
Nacional de Investigación e Innovación. De modo que vamos a recibir con mucho gusto vuestras 
consideraciones y, eventualmente, vamos a aprovechar para hacerles algunas consultas. 


SEÑOR BARBEITO.- Como Presidente del CONICYT quiero agradecer a la Comisión de Ciencia y 
Tecnología del Senado por recibirnos y por entablar este diálogo en torno al proyecto de ley sobre la 
Agencia Nacional de Investigación e Innovación. 


El CONICYT ha visto con buenos ojos la iniciativa que ha tenido el Gobierno de crear un 
nuevo instrumento para la gestión de la ciencia, tecnología e innovación, que es este proyecto de ley 
en el que estamos trabajando hoy. Por otra parte, también ha visto con muy buenos ojos el lanzamiento 
del plan estratégico de ciencia, tecnología e innovación que el país está necesitando desde hace años. 


En los últimos tres meses el CONICYT ha debatido con gran intensidad este proyecto de ley 
que ha sido confeccionado y presentado por el equipo operativo del Gabinete Ministerial de la 
Innovación. Algunos de ellos son, además, miembros del CONICYT, lo que ha permitido un ámbito de 
encuentro para discutir conjuntamente los principios de esta iniciativa. Durante este tiempo se han 
introducido importantes modificaciones en lo que fue el primer texto del proyecto de ley, lo que 
demuestra, por un lado, la capacidad de diálogo y de amplitud de miras que ha tenido el equipo 
operativo y, por otro, la capacidad de propuesta que han tenido las diferentes delegaciones del 
CONICYT. Recuerdo a los señores Senadores que en el CONICYT confluyen varios sectores del 
quehacer de la ciencia, tecnología e investigación, no sólo de la Universidad de la República -que tiene 
varios delegados- sino también de las Universidades privadas, así como diversas delegaciones del 
área productiva y empresarial del país y distintos sectores del Gobierno. Creemos que esta confluencia 
de opiniones es de una riqueza importante y permite que las diferentes acciones realmente tengan un 
impacto en toda la sociedad y en los ámbitos tanto educativos como productivos. 


Me consta que en la última sesión de la Comisión, el Poder Ejecutivo o la delegación del 
equipo operativo, ha traído una versión del proyecto de ley que ya contiene modificaciones. En buena 
medida, todas esas modificaciones surgieron del diálogo y la discusión en el seno del CONICYT, y diría 
que casi todas las que aquí han llegado recibieron un amplio consenso. Quiero aclarar que desde que 
estoy en la Presidencia del CONICYT, a partir de noviembre del año pasado, me propuse evitar votar 
en el seno del CONICYT y tratar de que en ese ámbito de discusión se saquen los temas por 
consenso; por lo tanto, no puedo hablar de mayorías y minorías. Lo que sí puedo decir es que lo que 
los señores Senadores han recibido es un texto sobre temas que fueron consensuados en el CONICYT 
entre el equipo operativo y el resto de las delegaciones. Además, para nosotros ese texto representa 
un enorme avance en cantidad de aspectos que tienen que ver con esta ley. 


Ahora bien, voy a introducirme en algunos de los temas en los que hemos encontrado mayor 
dificultad, de tal manera de que en el Senado se puedan tomar en cuenta estos aspectos. En primer 
lugar, me quiero referir a la figura del organismo consultivo de la Agencia, el CONICYT, que 
actualmente funciona como Comisión consultiva y asesora del Poder Ejecutivo -que es su papel actual- 
puesto que en este proyecto de ley pasaría a tener un rol de asesoramiento, no solamente de la 
Agencia que se crea, sino también del Gabinete Ministerial de la Innovación del Poder Ejecutivo y del 
Poder Legislativo. De alguna manera, el CONICYT, que hoy depende del Ministerio de Educación y 
Cultura, pasaría a tener un estatus de mayor relevancia. 


Creo que eso nos honra mucho como Comisión, aunque nosotros no seamos sus futuros 
integrantes. Entendemos que el país necesita una Comisión amplia con representación de varios 
sectores, donde se pueda opinar y asesorar las diferentes instancias gubernamentales con respecto a 
la ciencia y la tecnología. 


En segundo término, se prevé que el CONICYT tendrá un rol de contralor; no formaría parte 
de la Agencia y seguiría siendo un organismo que depende del Ministerio de Educación y Cultura. 
Entonces, repito, no estaría dentro de la Agencia pero -como podrán ver los señores Senadores- a 
partir del artículo 24 pasaría a controlar, supervisar y homologar las diferentes acciones de la misma. 
Por lo tanto, de alguna manera, es un observador de la Agencia y tiene ciertas potestades para 
homologar y supervisar el accionar de la Agencia Nacional de Investigación e Innovación. Esto aparece 
en los incisos A) y B) del artículo 24, tal como pueden constatar los señores Senadores. 


El CONICYT, también tiene un rol importante en el seguimiento del Plan Estratégico, ya que 
éste no se hace sólo una vez y queda para siempre, sino que se tiene que ir reactualizando. Además, 
se pretende que como el CONICYT agrupa las visiones de los diferentes sectores de la sociedad, 
pueda hacer en ese sentido, algún aporte en forma conjunta con la Agencia. 


Finalmente -y antes de ceder el uso de la palabra a algún representante de las delegaciones 
aquí presentes- me gustaría poner énfasis en dos temas que no fueron consensuados absolutamente. 


El primero de ellos se refiere al artículo 7”, relativo a las atribuciones del Directorio de la 
Agencia. Aquí se incluyó el literal L) que, en su tercer párrafo dice: “En las resoluciones referidas a los 
literales D, E y F se recabará la opinión previa del CONICYT, organismo que tendrá 30 días para 
expedirse. Vencido este plazo se tendrá por afirmativa la mencionada consulta. Su dictamen no será 
vinculante”. Este párrafo que es muy importante y que está en la versión corregida del proyecto de ley 
de la Agencia y, quizás, no figura en la versión original, aparece como vinculante entre el CONICYT y 
el Directorio de la Agencia. En él se hace referencia a temas sustantivos como, por ejemplo, determinar 
las prioridades de la Agencia, aprobar el presupuesto y el plan de actividades y, finalmente, aprobar los 
planes y programas. Entonces, el CONICYT, tendría una opinión previa que no sería vinculante; es 
decir, que el Directorio tendría la obligación de consultar al CONICYT sobre estos temas, de tal forma 
que aquí aparecería como un órgano de contralor y de diálogo ampliado del Directorio de la Agencia. 


Como los señores Senadores recordarán, el Directorio está integrado por cinco personas que 
deben tener una trayectoria destacable en temas de ciencia, tecnología e innovación, que son 
nombradas por el Gabinete Ministerial, y el CONICYT consideró bueno que estas cinco personas 
tuvieran algún organismo de contralor y de “bajada a tierra”, dicho esto entre comillas. Entonces, para 
no tener ese tipo de problemas se incluyó el tercer párrafo del literal L). 


Ahora bien, el dictamen entre el Directorio y el CONICYT, tal como se puede leer acá, no 
será vinculante. Acá hay un punto de diferencia porque algunas delegaciones del CONICYT, pretenden 


E] 


que este dictamen sí sea vinculante y la diferencia radica en una sola palabra: “sí” o “no” es vinculante. 


SEÑOR CID.- ¿Cómo se armoniza el literal L) del artículo 7% con el artículo 24, donde se le da al 
CONICYT carácter preceptivo en muchas de las resoluciones sobre las propuestas de planes y 
lineamientos de políticas generales? 


SEÑOR BARBEITO.- En el artículo 24 el CONICYT aparece como un órgano de asesoramiento de 
carácter preceptivo pero no vinculante. Tendrá opinión, supervisará, homologará la integración de los 
comités y hará un seguimiento al plan estratégico pero, reitero, no será vinculante ya que funcionará 
como una Comisión asesora. 


En cambio, lo que lo haría vinculante, según el artículo anterior, es si se aprobara una 
modificación por la cual dentro del CONICYT no existiera consenso. Esta es la diferencia principal que 
ha habido en el CONICYT sobre esta ley, es decir en lo que tiene que ver con el carácter vinculante y 
no con respecto a las diversas opiniones que se pueda tener. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, en el artículo 24, “homologar” implica, de alguna forma, aprobar la 
integración de los comités técnicos y proponer una remoción; pero si no homologa es vinculante 
porque obliga automáticamente a tomar una nueva decisión en otra dirección. Digo esto porque ahí 
queda frenado el proceso de decisión, y no es que dé opinión sobre la integración de los comités 


técnicos sino que los tiene que homologar por lo que, desde mi punto de vista, surgiría una especie de 
contradicción. Incluso, estoy tratando de ver si en el nuevo texto esto se ha modificado. 


SEÑOR BARBEITO.- Eso no ha cambiado, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, aún sin la modificación de algunos de los párrafos del 
literal L), ya existe cierta contradicción, por lo menos, en una primera opinión. 


SEÑOR DAVYT.- En términos generales entendimos que todos estos puntos del artículo 24 y las 
funciones o cometidos del CONICYT tienen que ver con la elaboración de propuestas. En casi todos 
los casos propusimos verbos semejantes, pero hay uno en particular en el que nos parecía importante 
mantener la tradición del CONICYT hasta el día de hoy. Me refiero a estos organismos que, de alguna 
manera, son la vida del proceso de evaluación y selección de proyectos de la Agencia propuesta, de la 
misma forma en que lo son hoy los de los distintos fondos que maneja el Ministerio de Educación y 
Cultura. En los comités de selección participan, en esa instancia de evaluación y selección, los distintos 
actores directamente involucrados en los procesos de investigación e innovación. Nos parecía 
importante que ese tema en particular, más allá de la opinión por parte del Consejo, contara con la 
homologación. Es en el único aspecto en que, por consenso, nos parecía importante una incidencia 
más clara del Consejo, ya que no sólo bastaba con la opinión. De alguna manera, todos los 
mecanismos de apoyo, fomento y financiamiento de la Agencia van a tener procesos de convocatoria 
pública, recepción de propuestas, procesos de evaluación y luego de selección, de acuerdo con los 
distintos criterios que cada uno de los programas determinará. Nos parecía que los organismos que 
llevan adelante esos procesos debían tener no sólo la aprobación por parte del Directorio de la 
Agencia, sino un aval que fuera más allá, como es el del propio CONICYT, a través de la 
homologación. Reitero que es en el único caso en que nos parecía que debía mantenerse lo que hoy 
existe: la homologación por parte del Consejo en la integración de esos comités técnicos o comités de 
selección. 


Si bien han tenido distintos nombres de acuerdo con el programa, el nombre general que 
entendimos que debían tener y que figura en el literal F) del artículo 24, fue el de comités técnicos, 
como aquellos órganos, dentro de la Agencia, que llevan adelante ese proceso. En ese caso particular 
se podría entender que hay cierta contradicción porque es diferente al resto de lo que veníamos 
planteando, que va más en la línea de las propuestas. Siempre utilizamos las expresiones: “proponer 
planes”, “elaborar propuestas” “proponer la creación y reglamentación”, etcétera. Es decir que usamos 
verbos que le permiten al Consejo tener una importante iniciativa frente a cosas que luego serían 


aprobadas por el propio Directorio de la Agencia. 


”« 


Cuando decimos, en particular, que hay opinión preceptiva, nos referimos a que el Directorio 
de la Agencia o, en este caso, el Gabinete Ministerial de la Innovación, no pueden resolver sin contar 
con la opinión del Consejo, lo que no quiere decir que tengan que aprobar algo de la misma forma que 
lo hizo el CONICYT. Por lo menos, esa es la interpretación jurídica que nuestros asesores encontraron. 
Cuando se dice que “tendrá opinión preceptiva” significa que no se puede resolver sin tener la opinión 
del Consejo, pero si hubiera alguna duda, cambiaríamos la redacción. Según nos asesoraron -no soy 
experto en estos temas- se debía redactar la frase de esa manera. 


Lo más importante que quería aclarar era, en particular, el caso de los comités técnicos, que 
creo merece una consideración diferente por el importante papel que tienen dentro de la Agencia. 


SEÑOR BARBEITO.- Como conclusión, quisiéramos apoyar la interpretación que dio el señor Davyt, 
en la medida en que la homologación de los comités técnicos es hoy una potestad del CONICYT y 
pretendemos que siga siéndolo, al servir como referencia para la calidad de los mencionados comités 
técnicos. 


SEÑOR CANETTI.- Antes de comenzar a hacer uso de la palabra, voy a solicitar que se distribuya un 
nuevo texto que, a nuestro juicio, es aclaratorio del punto en particular que se consideró sobre esta 
cuestión y que fue preparado por la delegación de la Universidad de la República. Asimismo, queremos 
agradecer a los señores Senadores por habernos recibido para conversar sobre el proyecto de ley de 


la Agencia Nacional de Innovación. Creemos que el hecho de poder dialogar con los miembros del 
Senado acerca de nuestras opiniones constituye una instancia muy importante. 


En primer lugar, queremos expresar que vamos a referirnos a algunos aspectos polémicos 
del articulado, pero sin dejar de mencionar que, más allá de eso, vemos elementos muy positivos en la 
iniciativa de diseñar un sistema de ciencia y tecnología perdurable, que incluya instituciones definidas 
que estén articuladas entre sí. En segundo término, nos parece importante que esta articulación prevea 
la unificación de políticas a nivel del Estado y de esfuerzos que hoy existen en forma dispersa en 
materia de innovación, ciencia y tecnología. Entendemos que esto representa un paso importante en la 
dirección correcta. 


Durante el debate, que fue largo, pero con pocas instancias de discusión -aunque a veces se 
planteó en forma confusa- hicimos algunas propuestas, de las cuales hubo casos en que se tomaron 
en cuenta las modificaciones que el equipo operativo elevó el pasado lunes y que constan en el nuevo 
distribuido que acabamos de entregar a los señores Senadores. El texto que traemos ahora 
simplemente subraya una frase que pone de manifiesto uno de los puntos que ha generado 
diferencias. 


En la discusión, la Universidad de la República por mandato de sus autoridades -tanto en 
consulta con los Decanos como con los Rectores en el proceso de cambio y, en particular con la 
Asamblea General del Claustro- se nos instruyó, básicamente, sobre dos direcciones que son muy 
importantes. En primer lugar, se planteó que los conceptos de innovación, ciencia y tecnología debían 
constituir un todo. Hay que recordar que, originalmente, se había pensado en una ley de creación de la 
Agencia Nacional de Innovación, pero en este momento la propuesta es la de crear una Agencia 
Nacional de Investigación e Innovación. Para nosotros, este es un aspecto muy importante y 
sumamente positivo, porque en este caso se está hablando de innovación sobre la base de creación y 
aplicación del conocimiento. 


La otra dirección que formó parte del mandato que recibimos, refiere a la participación del 
conjunto de los actores de la sociedad que tienen que ver con ciencia, tecnología e innovación. 
Pensamos que no es posible definir políticas de Estado en esa materia y hacerlas trascender en el 
tiempo en forma exitosa, si no existe la más amplia participación de los actores involucrados, desde el 
diseño, la puesta en marcha, la evaluación, la conducción y la corrección de dichas políticas. En ese 
sentido, la delegación puso mucho énfasis en la existencia de organismos plurales en los que están 
representados actores principales para la discusión, elaboración, propuesta, aprobación y puesta en 
marcha de políticas de ciencia, tecnología e innovación. 


El proyecto de ley propone tres grandes grupos de responsabilidades y facultades en tres 
institutos distintos. Por un lado, se propone el Gabinete Ministerial de la Innovación, que conduce 
políticamente o toma las grandes decisiones en materia de ciencia, tecnología e innovación. Por otra 
parte, se plantea la creación de un Consejo Consultivo que sería el CONICYT, que haga propuestas o 
sea consultado en materia de ciencia, tecnología e innovación. Por último, se propone crear una 
Agencia de tipo ejecutivo que ponga en marcha los planes y programas de ciencia y tecnología. 


Quiero aclarar que compartimos esta idea general. Nuestra preocupación tiene que ver con el 
hecho de que preferimos que haya una participación más fuerte de distintos actores; concretamente, 
creemos que aquí deben participar no sólo los del Poder Ejecutivo, sino también los que realizan 
investigación, los innovadores de la industria y diferentes actores de los ámbitos privado y público, en 
particular las grandes empresas estatales y privadas. Repito: consideramos necesaria la participación 
del conjunto de los actores en el diseño y puesta en marcha de esas políticas. 


Por consiguiente, nuestra propuesta apunta a que la Agencia podría tener un lugar de tipo 
ejecutivo, de puesta en práctica; sin embargo, así como está establecida tiene un conjunto de 
atribuciones -por la vía de las atribuciones del propio Directorio- en las que, a nuestro entender, 
debería existir una participación más amplia. Concretamente, en el Capítulo Il, artículo 7*, literal L), 
inciso segundo, se establece que “Las resoluciones referidas en los literales A, B, D, E, F y G deberán 
ser comunicadas al Gabinete Ministerial de la Innovación. Las observaciones que formule el Gabinete 
ameritarán una reconsideración por parte del Directorio”. En este sentido, debemos señalar que 


originalmente habíamos propuesto que, en caso de que el Gabinete tuviera observaciones serias, ello 
ameritaría una modificación de la resolución del Directorio, pero como no hubo consenso, finalmente 
quedó establecido de esa manera. 


A su vez, el siguiente inciso o párrafo alude a la relación entre las atribuciones del Directorio 
y las del CONICYT. Con respecto a las primeras, hay tres aspectos que son referidos en los literales D, 
E y F, aunque, en lo personal, teniendo en cuenta su importancia, los ubicaría en este otro orden: D, F 
y E. Dichos literales aluden a la determinación de las prioridades de la Agencia, la aprobación de los 
planes y programas y la aprobación de presupuesto y plan de actividades. En nuestra opinión, se trata 
de aspectos definitorios para la puesta en marcha de planes y programas de ciencia y tecnología. 


Por otra parte, no nos parece conveniente que el procedimiento de definición de estos tres 
puntos se realice a través de un informe técnico de un funcionario, el Secretario Ejecutivo, que 
prepararía las propuestas, y luego un Directorio que las aprobaría. Pensamos que esto amerita una 
discusión y una participación más amplia en la resolución a adoptar. 


Por nuestra parte, planteamos que las resoluciones referidas a los literales D, E y F deberían 
contar con la opinión previa y preceptiva del CONICYT. Habíamos entendido que una opinión 
preceptiva, según la Real Academia, era aquella que, una vez emitida, se convierte en precepto 
obligatorio. Efectivamente, esto es lo que afirma la Real Academia, a la que consultamos directamente. 
Sin embargo, aparentemente, hay diferentes opiniones en cuanto al alcance del vocablo “preceptivo”. 
En el equipo operativo de asesoramiento jurídico, por ejemplo, se sostiene que lo preceptivo es la 
emisión de la opinión y no el contenido de la opinión en sí. Entonces, para evitar caer en confusión con 
respecto a los vocablos y su interpretación, preferimos emplear en forma explícita el vocablo 
“vinculante”, estableciendo que la opinión del CONICYT en materia de esos tres literales fuera 
vinculante. 


El texto establece: “En las resoluciones referidas a los literales D, E y F se recabará la opinión 
previa del CONICYT, organismo que tendrá 30 días para expedirse. Vencido este plazo se tendrá por 
afirmativa la mencionada consulta”. 


En primer lugar, no entendemos por qué se tendrá por afirmativa. Aquí de hecho se parte de la 
base de que la consulta va a referir exclusivamente a si el CONICYT está de acuerdo con el plan, pero 
no está previsto que se pregunte cuáles son los planes de ciencia y tecnología que deberíamos tener, 
porque en ese caso una respuesta afirmativa por defecto carece de sentido. 


Aquí hay dos puntos de vista. Somos conscientes de que en el CONICYT no logramos 
consenso, pero nuestra propuesta es que la opinión que el CONICYT emita en esta materia sea 
vinculante. Para nosotros es un tema de fondo, porque así como quedan redactadas las atribuciones 
del Directorio, la Agencia juega un papel bastante más allá de la mera ejecución de planes y programas 
definidos políticamente. En consecuencia, para nosotros es importante la participación en su 
elaboración de organismos en los que estén presentes los actores. Cuando decimos “los actores”, por 
supuesto que nos referimos en primer lugar al Poder Ejecutivo, con las mayorías que sean adecuadas, 
pero también al sector académico, al sector industrial, a los innovadores de la industria y a otros 
sectores privados, porque esta Agencia seguramente está pensada para ejecutar no sólo fondos 
públicos, sino también fondos privados. 


Había otros aspectos que habíamos propuesto pero en los que no logramos consenso. Uno 
de ellos es que el propio diseño institucional tiene que ser parte de las políticas de Estado en materia 
de ciencia y tecnología, y por eso preferíamos que también fuera motivo de ley una integración más 
permanente del CONICYT. A este respecto se adujo, como se expresó aquí, que esto dejaba 
demasiado rígida la integración del CONICYT. Nosotros creemos que en materia de políticas de Estado 
a largo plazo de ciencia y tecnología, es necesario tener ciertas inercias que garanticen la continuidad 
y la previsibilidad de los programas, que son una parte sustancial. En este sentido estamos hablando 
de políticas que definen también opciones de vida; no se pueden crear grupos, capacidades humanas, 
capacidades nacionales, con inversiones a corto plazo, con plazos de seis meses o un año. Estas son 
definiciones de muy largo aliento y requieren de ciertos acuerdos e inercias que tienen que ser 
compartidos por actores muy amplios de la sociedad. 


La argumentación de por qué el Directorio y la Agencia deben tener estas atribuciones se 
basa en dos factores: el tema de la ejecutividad y el tema del corporativismo. A este respecto he de 
decir, en primer lugar, que en lo que recuerdo de los últimos años, no hubo nada que se atrasara un 
mes por discusiones en los organismos donde están representados el conjunto de los actores, como es 
el CONICYT. Es más, a veces es más dificultoso llegar a acuerdos en organismos operativos y 
ejecutivos que en organismos de discusión plurales como estos. El otro argumento es el del 
corporativismo, es decir que la presencia de los actores en las grandes decisiones de la Agencia o en 
el propio Directorio contribuye a la captación de recursos hacia ciertos actores. En nuestra opinión, es 
más complicada la centralización de las definiciones, porque cuanto más centralizados están los 
actores, la única opción que tienen para poder acceder a los centros de toma de decisión es agruparse 
en forma de cuerpos y crear organismos y mecanismos de presión; esto es algo que en el país 
conocemos muy bien. En cambio, el acuerdo entre amplios sectores de la sociedad que participan de 
ciencia, tecnología e innovación nos permitiría, en nuestra opinión, lograr políticas de Estado de más 
largo aliento. 


No quiero robarles más tiempo; simplemente, quiero mencionar que propusimos otras 
alternativas. Esta propuesta, en el sentido de que estos tres literales tuvieran la opinión vinculante del 
CONICYT, es una manera de zanjar la cosa, pero podría haber otras. Una de las alternativas que 
propusimos y que no tuvo consenso fue la de que el Directorio de la Agencia estuviera integrado de 
otra manera, de forma de que estuvieran presentes los distintos actores. 


Básicamente, ese es el centro del asunto. Nosotros vemos que la Agencia tiene un grado de 
autonomía que excede las ideas del diseño -es decir, que sea estrictamente ejecutiva-: tiene tareas de 
elaboración y acuerdo de políticas de ciencia y de tecnología que creemos que no son convenientes 
para la existencia de políticas de Estado. 


SEÑOR BALESTRA.- Básicamente, estamos de acuerdo con la posición que plantea la Universidad 
de la República, aunque quizás tengamos alguna duda con respecto al tema del financiamiento de esta 
Agencia, más allá de que está previsto en un artículo de la Ley N* 17.930. En el punto 7 de la 
Exposición de Motivos se dice: “ésta trabajará transversalmente, recibiendo aportes, en ideas y en 
recursos, de variadas instituciones de la sociedad y asegurando que las Políticas de Estado que se 
definan sean eficientemente implementadas”. 


Para nosotros esto deja un vacío, habida cuenta de las explicaciones que se dieron desde la 
instalación de este Consejo del CONICYT hace más de un año. Concretamente, quien hizo la 
exposición hizo referencia a que los recursos irían a conformarse en un bolsón -creo que ese fue el 
término que se utilizó- de aquellos institutos que estuvieran en los temas de | + D. 


Esto nos preocupa enormemente, porque si bien está claramente explicitado cuál va a ser la 
fuente de recursos, se habilitan algunos Consejos que, por su propia integración, pueden obtener 
recursos de determinados institutos que hoy tienen aportes sectoriales. Claramente, me preocupa el 
tema del INIA y del LATU, porque no queremos que, en definitiva, los aportes que hace el sector 
privado -y que nos consta que ofician de “revolving” a los efectos de la investigación de estos sectores, 
que normalmente se han manejado también con mucha apertura para otro tipo de desarrollos- se 
transformen en un impuesto, derivándose recursos hacia otros sectores de la sociedad. No dudamos 
de que estos otros sectores también los necesiten, pero nos preocupa el origen de estos recursos. En 
este tema, como se explicitó claramente en su momento, van a haber otros actores. En lo que respecta 
a la integración, se pretende que actores como el Congreso de Intendentes o el PIT-CNT sean 
comprendidos en ese tipo de actividades. Además, nos preocupa seriamente que determinados 
sectores de la sociedad terminen transfiriendo recursos hacia otros lados, incrementando el costo de la 
producción en esos sectores. Es una preocupación que tiene el sector privado y que lo planteamos 
desde los inicios. 


SEÑOR PAGANINI.- Soy integrante de la delegación de las Universidades privadas al CONICYT. 


Como delegación, venimos trabajando intensamente en torno a las discusiones que tuvo el 
Consejo sobre este proyecto de ley y, en términos generales, lo apoyamos y así queremos que conste. 


En particular, las Universidades privadas -algunas ya tienen 21 años, como es el caso de la 
más antigua, la Universidad Católica- están desde hace unos años incursionando fuertemente en el 
intento de desarrollar actividades de investigación científica e innovación, y ven con buenos ojos que la 
comunidad uruguaya y el Gobierno fomenten este tipo de actividades. Lo que más nos preocupa, para 
asegurar que los recursos públicos sean bien utilizados y que se consiga investigación de calidad y de 
vinculación entre el sector académico y el sector productivo, es la modalidad de mecanismos 
concursables. Vemos con muy buenos ojos que este proyecto de ley lo contemple en su artículo 4 
inciso B), donde se habla de privilegiar los mecanismos concursables, lo que nos parece muy 
importante. 


El resto del proceso ha sido bastante intenso en el Consejo, donde las delegaciones hemos 
ido aportando elementos y consensuando cosas; efectivamente, quedaron puntos por consensuar, pero 
también queremos celebrar que el proceso fue participativo y constructivo: desde el punto de vista del 
Poder Ejecutivo, se ha sabido escuchar y, desde el punto de vista de las delegaciones, ha habido 
flexibilidad y transacción. De todas maneras, quedan algunos puntos por acordar. 


SEÑOR ABDALA.- Hace alrededor de un año visitamos esta Comisión, y participaron activamente el 
sector privado y la Cámara Nacional de Comercio. Realmente, siendo muy optimistas se podía llegar a 
prever que en tan poco tiempo se estuviera discutiendo un proyecto ley con la participación de los 
actores, tanto en su proceso de formación como en este ámbito. Eso es algo que tenemos que 
celebrar. 


Con respecto a las preocupaciones manifestadas por los colegas de la Cámara de Industrias 
en cuanto al origen y uso de fondos, son temas particularmente sensibles para el sector privado desde 
el punto de vista de cuánto y cómo se aplican. En ese sentido, en las discusiones que se mantuvieron 
en el Consejo del CONICYT, hicimos referencia, clara y reiteradamente, a que los ámbitos de selección 
de los fondos tienen que ser cuidadosamente tratados bajo el esquema de fondos concursables y 
guardando una proporcionalidad de los actores al momento de asignar esos recursos. Eso me parece 
que es una salvaguarda esencial que tiene que tener cualquier proceso de estos, más allá de que 
pueda existir o no cierto grado de transferibilidad. Si no está muy claro cómo se va a hacer, es mejor 
mantenerse al margen. Con esto queremos decir que es fundamental que todos estos ámbitos sean 
formales. Más allá del propio Poder Ejecutivo, tiene que haber una instancia que homologue la 
integración de esos comités y quién sabe si el proceso de éstos merezca hasta un capítulo especial 
dentro del proyecto de ley. 


Aquí hemos trabajado sobre un proyecto de ley que nos presentó el Poder Ejecutivo. Ambas 
partes hemos discutido gustosamente cómo mejorarlo, pero no debemos olvidar que el origen fue una 
propuesta del Poder Ejecutivo. Entonces, creo que el contenido del proyecto es muy valioso, pero la 
apertura que se nos ha brindado en cuanto a la discusión e incorporación de nuestras ideas, tal vez en 
el proceso del debate parlamentario tenga otro ordenamiento con el mismo contenido y deban 
ordenarse más algunos conceptos para evitar, justamente, lo que los señores Senadores en esta 
oportunidad manifestaron como presuntas contradicciones. Quién sabe si al desarrollarlo tema por 
tema no resulte más fácil que tenga otro ordenamiento, que aparezcan figuras o capítulos que 
expliquen mejor las cosas y desaparezcan esas contradicciones. 


Un último punto al que queremos hacer mención y que está unido al mismo concepto, refiere 
a que en el momento de asignar programas y recursos, deseamos fervientemente -en el mismo 
sentido de lo manifestado por nuestro colega de la Cámara de Industrias- que no se mezclen 
instrumentos cuando se quieren aplicar recursos para el desarrollo científico, tecnológico y para la 
innovación, porque eso lleva -y ya lo hemos señalado muchas veces- a la ineficiencia del instrumento y 
a la pérdida de confianza de los actores. Si utilizamos para la investigación básica fondos que son para 
el apoyo y la innovación, seguramente estaremos pidiendo a los investigadores básicos, para 
concursar, niveles de exigencia distintos a aquéllos para los que están preparados. 


Dada la generosidad con que lo ha hecho el Poder Ejecutivo y lo está haciendo esta 
Comisión al recibirnos y al aceptar nuestros comentarios, consideramos que deben tenerse en cuenta 
estos elementos, fundamentales en una política de Estado. Para nosotros, el hecho de que esos roles 
queden claros es realmente importante. Allí es donde nos parece que se va a poder generar realmente 


una política de fondos concursables respetando las áreas y los orígenes de los fondos, con una 
integración proporcional de los actores. 


Es cuanto quería señalar. Muchas gracias. 


SEÑOR DAVYT.- Señor Presidente: quería hacer dos o tres comentarios respecto a algunos planteos 
realizados por mis compañeros integrantes del Consejo. 


En primer lugar, quiero destacar ciertos aspectos que fueron mencionados por ellos, en 
cuanto al cambio entre el proyecto enviado inicialmente por el Poder Ejecutivo y el que entregáramos el 
lunes de la semana pasada en esta propia Sala, producto del diálogo entre todos los sectores, en el 
marco del Consejo, a lo largo de los últimos meses. Me parece importante destacar y poner énfasis en 
la interacción que se produjo; del conjunto de cambios operado entre ambos proyectos, la gran 
mayoría fue acordada en el seno del Consejo, por lo que pienso importante volver sobre ese aspecto. 


A continuación, voy a hacer algunas aclaraciones. En realidad, no soy especialista, así como 
tampoco lo es el resto de los integrantes del equipo operativo del gabinete de innovación. El 
asesoramiento jurídico que tuvimos refirió a que cuando la frase se redactaba de forma tal que dijera 
“opinión preceptiva”, implicaba que el organismo no podía resolver sin pedir opinión; sin embargo, si 
hubiera otra interpretación, cambiaríamos la palabra “preceptiva” en nuestra visión por “se recabará 
opinión previa del Consejo”. 


El literal A) del artículo 24 habla de que el Gabinete Ministerial de la Innovación interactúe con 
los distintos actores del CONICYT, del Consejo, en la elaboración del Plan Estratégico Nacional. No 
nos parece que tenga que existir una resolución del Consejo y que pueda haber resoluciones distintas 
del Poder Ejecutivo y del Consejo; queremos que la elaboración sea colectiva y que en ella participen 
todos los actores. Entonces, no tendríamos problema en cambiar la frase por “se pedirá” -o “se 
recabará”- “opinión previa”. Lo importante es el proceso que debemos generar entre todos los actores y 
no la redacción que demos al literal, en particular, de este artículo. No puedo adelantar la opinión del 


resto de los consejeros, pero me parece que no es un tema central del proyecto de ley. 


El segundo aspecto que quería mencionar es el que tiene que ver con los recursos de los 
que va a disponer la Agencia. No voy a hacer referencia a alguna frase o expresión que se haya dicho 
previamente en todo el proceso de discusión en el propio Consejo, sino a las ideas que hoy tenemos 
en el Poder Ejecutivo en cuanto a cuáles van a ser los recursos que va a disponer esta Agencia. Lo 
que ya parece claro es que los programas que actualmente están en el Ministerio de Educación y 
Cultura van a estar administrados por esta Agencia. Se trata de programas que tienen que ver tanto 
con el subsidio al sector empresarial innovador, como con el financiamiento de proyectos de 
investigación, en sus distintas características. Esos fondos, sin duda, van a estar en la Agencia 
Nacional de Investigación e Innovación. 


La idea que se tiene de esta Agencia es que no necesariamente debe ser un organismo 
centralizador de todos los recursos para la ciencia y la tecnología, y voy a dar algún ejemplo para 
ilustrar qué se pretende con esto. Para no mencionar a las personas públicas no estatales a las que se 
aludió aquí, debo decir que si la Dirección Nacional de Medio Ambiente del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene fondos para financiar la investigación en áreas 
prioritarias -por ejemplo, las nuevas industrias que están generando problemas ambientales en el país- 
podrá disponer en el futuro de esta Agencia especializada en la evaluación y selección de proyectos, 
con una estructura administrativa y un conjunto de atribuciones que tienen que ver con la evaluación de 
esos proyectos. Por tanto, esta Agencia podrá servir a la Dirección Nacional de Medio Ambiente, que 
dirá cuáles son los recursos y cuáles las prioridades de la Dirección, pasando este tema a un 
organismo especializado en el proceso de evaluación para llevarlo adelante. A nuestro juicio, la 
orientación política quedaría en esa Dirección. 


Puse el caso hipotético de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, pero podría darse -este 
caso es más claro- con los propios Fondos de Promoción de Tecnología Agropecuaria, los FPTA del 
INIA que actualmente procesa dicha institución con el apoyo de sus instituciones hermanas en 


Argentina y Brasil, que evaluaron los proyectos presentados en el país. La idea es que en el futuro el 
proceso de evaluación y selección pueda ser administrado en la Agencia; los fondos seguirían siendo 
del INIA y continuarían dedicados a las orientaciones y prioridades políticas que determine el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y el INIA en sus respectivos organismos. Es decir que la Agencia 
podría hacer el proceso de evaluación y selección. 


Esperamos que luego de la primera etapa, en la que los fondos sean los que existen 
actualmente o los que se están comenzando a negociar en materia de nuevos préstamos, exista una 
especie de servicio de la Agencia a fondos existentes en otro lugar. No quiere decir que todos los 
fondos de financiamiento de la investigación tengan que estar dentro de la Agencia. La idea no tiene un 
espíritu centralizador de todos los recursos, sino que se pueda trabajar en forma de red entre 
instituciones que tienen que ver con ciencia y tecnología. El caso más claro puede ser con el INIA y, 
seguramente, con el LATU, dos instituciones, de alguna manera, hermanas de la Agencia, pero puede 
darse también con otras como, por ejemplo, la Dirección Nacional de Medio Ambiente, como decía 
hace unos instante. Esto es en cuanto a recursos. 


El último aspecto que deseo plantear tiene que ver con el tercer inciso del artículo 7*, al que 
ya se refirió la delegación de la Universidad de la República hace unos minutos. A nivel del Poder 
Ejecutivo entendimos que una de las mayores carencias de los últimos tiempos -anteriores a este 
período- ha sido la falta de orientación y de liderazgo por parte del propio Poder Ejecutivo en lo que 
hace a las políticas en materia de ciencia, tecnología e innovación. Precisamente, a fin de subsanar 
esa carencia, consideramos que debía ser el Poder Ejecutivo el que tuviera la responsabilidad de la 
operación de las decisiones políticas definidas por el Gabinete Ministerial de Innovación, en trabajo 
conjunto con el propio Consejo y otros actores del CONICYT. La idea que manejamos es que la 
responsabilidad sobre la operativa cotidiana debe recaer en el Directorio de la Agencia, en la propia 
institución, y no en un organismo colectivo del que participan otros actores; debe buscarse la mayor 
participación posible en las decisiones de políticas, de prioridades y de programas con los otros actores 
del Consejo, pero no puede haber decisiones de la propia operativa que descansen en este organismo 
colectivo. Naturalmente, sí debe existir opinión, participación e intercambio pero, repito, la decisión 
última debe tomarla el Directorio de la Agencia. 


Es en ese sentido que incluimos la frase final, que habla de opinión no vinculante, que 
además está en línea con los distintos literales del artículo 24 acerca de las funciones del Consejo. 


Insisto en que se busca la mayor participación e interacción posible con los sectores 
académicos y empresariales del sistema, pero la responsabilidad siempre debe ser del Poder 
Ejecutivo. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR BERTULLO.- Adelanto que mi intervención será muy breve y, en realidad, apunta a consolidar 
lo que mencionó el señor Canetti al principio de su alocución, referido a la visión de la Universidad de 
la República sobre el rol que la investigación científica y tecnológica deben tener en el seno de la 
Agencia, y todo lo que ella representa. Por supuesto, esto se fundamenta, básicamente, en el hecho de 
que prácticamente el 75% de la investigación que se desarrolla en el país está en la órbita de la 
Universidad de la República y, naturalmente, deseamos que la participación de otros sectores sea cada 
vez mayor. 


El tema de la investigación científica, así como otros vinculados con la discusión del proyecto 
de ley de la Agencia Nacional de Investigación e Innovación, fue analizado en la sesión ordinaria del 
Consejo Directivo Central celebrada el pasado martes 5 de setiembre. Eso también da cuenta de la 
apertura y el interés que la Universidad de la República ha tenido en todos los aspectos que nuestra 
delegación analizó previamente en el CONICYT y que hoy tiene el gusto de exponer en la Comisión de 
Ciencia y Tecnología del Senado. 


Un aspecto específico sobre el que ya se ha hablado es el relativo al hecho de que la 
integración del CONICYT no está prevista en el proyecto de ley de creación de la Agencia. Al respecto, 


cabe destacar que el Poder Ejecutivo insistió, en el seno del propio CONICYT -a través de las distintas 
instancias de diálogo que hemos tenido- en que eso se concretara posteriormente y por decreto; sin 
embargo, nosotros entendemos -y lo quiero ratificar- que sería interesante que se analizara la 
posibilidad de incluirlo en la propia ley o en otra subsiguiente. ¿Por qué decimos esto? Porque 
consideramos que la pluralidad que hoy tiene el CONICYT -y que deseamos sea incrementada- debe 
contar con una amplia representación de todos los sectores que en la sociedad están involucrados con 
la ciencia, la tecnología y la innovación, pero no obstante ello, si estamos proponiendo un rol más 
participativo y decisivo del CONICYT, debemos tener cuidado de que no se transforme en una 
Comisión tan numerosa que luego pueda entorpecer los pasos de ese Sistema Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación que queremos impulsar. 


Para terminar, queríamos hacer también una mención al artículo 26, en el que se habla de la 
elaboración de un reglamento del CONICYT, pero cuyo financiamiento no está previsto en este 
articulado, tal como lo planteó en su momento la delegación de la Universidad de la República. 


De alguna manera -dicho con todo respeto- el actual CONICYT, consolidado a través de la 
resolución presidencial de octubre del año pasado, no ha tenido el soporte directo para su 
funcionamiento específico, por lo que no ha operado por sí. En tal sentido, podemos decir que ha 
funcionado gracias al aporte de la Dirección de Ciencia y Tecnología del Ministerio de Educación y 
Cultura. De modo que deseamos que ese punto también sea tenido en cuenta. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SUPERVIELLE.- Debo decir que hubo una discusión que llevó a que se incorporara en el 
preámbulo una definición más general de la ciencia y la tecnología, que hasta ahora había sido 
pensada con una visión más estrecha. En el concepto de ciencia y tecnología que se está manejando 
en este proyecto de ley, se incorporaron las ciencias sociales y todas las otras ciencias. 


También hubo temas sobre los cuales no hallamos consenso o existieron diferencias en el 
seno del Consejo, así como otras pequeñas correcciones de redacción, que los señores Senadores 
podrán ver en las distintas propuestas. Por ejemplo, entre las competencias se incorporó un inciso que 
dice lo siguiente: “E) Apoyar las políticas públicas fomentando el desarrollo de investigaciones 
científico-tecnológicas que les den sustento”. Se pensó así en dar una apertura para que la Agencia 
tuviese la posibilidad de que cualquier tipo de política pública que requiera una investigación que le 
diese sustento, pueda ser financiada e incorporada. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CANETTI.- Mi opinión no va a ser preceptiva, pero es preceptivo que la comunique. 


En primer lugar quiero respaldar lo que acaba de decir el profesor Bertullo en cuanto a que el 
financiamiento del CONICYT es un tema central, porque se trata de una Comisión que hoy no tiene 
fondos disponibles. Cuando era una Comisión ejecutiva contaba con aproximadamente treinta 
funcionarios, y después de una modificación de sus atribuciones y de su rol, no tiene funcionarios, no 
tiene fondos, no tiene patrimonio, etcétera, lo cual dificulta su funcionamiento. Este CONICYT en 
particular, hoy no puede encargar un estudio a nadie, porque no dispone de fondos propios para ello. 


En segundo término, el señor Rector de la Universidad me solicitó que trasmitiera algunos 
aspectos de la resolución del Consejo Directivo Central a la que se refería el profesor Bertullo, que 
dice: “Respaldar las actuaciones cumplidas por la referida delegación universitaria al CONICYT. 
Encomendar a una Comisión conjunta de la Asamblea General del Claustro y de este Consejo Directivo 
Central que, sobre la base de la Resolución del 15 de marzo pasado, el informe de la delegación 
universitaria del CONICYT y las consideraciones efectuadas en Sala, elabore una propuesta básica 
para la adopción de la posición universitaria al respecto”. Esto es en el entendido de que la 
Universidad, como tal, va a ser consultada en algún momento. Y sigue diciendo: “Designar 
representantes. Solicitar que esta Comisión haga llegar un primer informe a este Consejo en un plazo 
de dos semanas y comunicar, a través de la delegación universitaria del CONICYT, a la Comisión de 


Ciencia y Tecnología de la Cámara de Senadores, que la Universidad de la República está trabajando 
en una propuesta alternativa sobre el tema”. Este es un punto que estamos mandatados a trasmitir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hemos recogido los puntos de vista de todos ustedes, y el cometido 
de esta comparecencia era, justamente, ese. Hemos escuchado a los integrantes del CONICYT, y ya 
hemos tenido un adelanto de otras opiniones. La Universidad de la República, otras organizaciones 
sociales y distintos sectores productivos van a ser convocados oportunamente para que expliciten sus 
opiniones con el mayor detalle posible. Por tanto, vamos a tener nuevas instancias para seguir 
dialogando. Obviamente, procesaremos la información y seguiremos manteniendo una discusión 
interna. 


Simplemente, voy a hacer un comentario que me parece importante. No voy a hablar de los 
temas en los cuales hay coincidencia, pero sí me gustaría ahondar sobre los asuntos que están arriba 
de la mesa. He tomado nota de las palabras que ha expresado cada uno de los presentes, pero desde 
mi punto de vista quiero recoger el tema de la propia integración del Directorio y el rol del CONICYT. 
Ambos están emparentados con la necesidad o la conveniencia de que un número importante de 
actores tengan oportunidad de hacer oír su voz en una forma real y efectiva. También quiero plantear el 
tema de los recursos, el cual es tremendamente delicado y, en ese sentido, es sano que quede lo más 
claramente establecido para evitar que después -aun con la mejor intención- se transforme en una 
fuente de problemas permanentes. 


Digo esto, simplemente, a modo de anotación sobre algunos temas relevantes que están 
sobre la mesa y que habrá que ir elaborando y procesando, sin perjuicio de que luego tendremos que ir 
analizando otros detalles, sobre los cuales necesitaremos recabar también sus opiniones. 


SEÑOR CID.- En la Legislatura anterior presentamos un proyecto de ley vinculado al carácter de las 
Asambleas Técnico Docentes en el proceso educativo. En la Comisión se llegó al consenso -además, 
la Real Academia así lo considera- de que el término “preceptivo” quiere decir que tiene un carácter 
indicativo de sus resoluciones hacia el organismo en el cual participa. Por lo tanto, ese es un tema que 
debemos dirimir y darle claridad. En ese sentido el señor Amílcar Davyt le da un contenido y plantea 
una eventual modificación sobre ese punto, en caso de que la Comisión considere que tiene el carácter 
de preceptivo, como dice el Diccionario de la Real Academia. Eso me ha quedado claro. 


Con respecto al financiamiento, creo que la investigación sobre ciencia, tecnología e 
innovación debe tener un financiamiento genuino y no por la vía impositiva, más allá de que las rentas 
generales surgen por esa vía. Para que los proyectos de ciencia, tecnología e innovación tengan 
estabilidad deben poseer un financiamiento genuino; incluso, algunos cuestionan a los préstamos 
internacionales como vías genuinas para impulsar la ciencia y la tecnología. 


Por otro lado, quiero decir que tengo sobre la mesa tres borradores de trabajo: uno fue 
presentado por el Poder Ejecutivo, que ingresó formalmente el 17 de agosto de 2006; asimismo, tengo 
en mi poder una modificación que no tiene membrete, que aparentemente también podría provenir del 
Poder Ejecutivo, pero que no está firmada, y una tercera propuesta de cambio del proyecto, 
membretada por el Ministerio de Educación y Cultura, que tampoco está firmada, lo cual no permite 
conocer a sus autores, a sus propulsores. No es posible saber el grado de oficialidad de estos 
proyectos y modificaciones, a fin de tener claridad acerca de cómo estudiarlos. 


SEÑOR CANETTI.- Pido disculpas por no haber retirado los logos; en realidad, esos textos están 
simplemente a los efectos de la discusión que se da ahora en Sala. La idea era aclarar, a través de un 
recuadro, la diferencia existente entre el punto de vista de la Universidad de la República y la del 
equipo operativo, en cuanto a si es vinculante o no la opinión del CONICYT en el artículo 7* del 
Capítulo 1Il. Quiere decir que ese material se puede retirar, puesto que simplemente tenía como fin 
ilustrar a los señores Senadores. Precisamente, es el texto que acabamos de distribuir. 


SEÑOR CID.- ¿El señor Canetti se refiere al texto que viene con el membrete del Ministerio de 
Educación y Cultura, aunque en realidad no pertenece a dicho Ministerio? 


SEÑOR CANETTI.- No; lamentablemente, lo único que hicimos fue usar el texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría hacer una pregunta a los representantes de la Universidad de la 
República, para saber si recogí bien los conceptos. 


A pesar de esto, ¿se está elaborando o se va a hacer una propuesta alternativa? 


SEÑOR CANETTI.- Sí, señor Presidente; la Universidad de la República, en quince días, tiene 
que tomar posición a través de sus organismos de Gobierno sobre esta propuesta. Además, no nos 
pusimos de acuerdo en el CONICYT sobre un tema que es central. Por tanto, quizás podría buscarse 
alguna propuesta alternativa que pudiera zanjar esta discusión, pero a eso se llegará en pocos días 
más. 


SEÑOR CID.- Quisiera saber si el segundo borrador es del Ministerio de Educación y Cultura. 


SEÑOR DAVYT.- El segundo borrador corresponde al que hicimos estando de acuerdo -excepto en un 
punto- y lo envié de esa manera -es decir subrayando con negrita- para mostrar las diferencias con el 
número uno. En realidad, para ser didáctico sacrifiqué la explicación de su origen. 


SEÑOR CID.- Como una propuesta de trabajo, solicito que por Secretaría se haga un comparativo de 
los tres proyectos para poder seguir trabajando en el tema con claridad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permite el señor Senador, me parece que el comparativo debería 
realizarse en base a dos proyectos: el que habíamos recibido oficialmente con las firmas del Consejo 
de Ministros y el que se presentó en tercer lugar. El proyecto de ley presentado por la Universidad de la 
República llegará oportunamente. Entiendo que esto fue como un adelanto, algo así como subrayar un 
concepto. 


SEÑOR DAVYT.- Precisamente, hemos hecho llegar también una especie de comparativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente -y no lo mencioné para no complicar más la tarea- existe un 
texto denominado “Diferencias entre proyectos de la Agencia”, que supongo va a simplificar o ayudar 
en la relación que se haga con el comparativo -en columnas, como es habitual- y que se tomará en 
cuenta a la hora de armarlo. 


Ahora sí, corresponde agradecer la visita de los representantes del CONICYT, que ha sido 
muy fructífera, al tiempo que les comunicamos que, seguramente, vamos a estar en contacto. 


(Se retiran de Sala los representantes del CONICYT) 
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